PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE


Dirigirse al Poder Ejecutivo para que, a través de los organismos pertinentes, se sirva informar a la brevedad y por escrito sobre distintos aspectos referidos al funcionamiento del Sistema de Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños y del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil, a saber:
1) Cantidad de Servicios Zonales, detallando para cada uno:
a) Ubicación.

b) Infraestructura. 
c) Recursos y equipos con los que cuentan. 
d) Cantidad de personal, diferenciando aquellos dedicados a tareas administrativas, de servicios y de asistencia profesional (trabajadores sociales, psicólogos, psicopedagogos, médicos, abogados, etc.). 
2)
Informe detalladamente el nivel de aplicación del art 18. de la Ley 13.298, especificando número de Servicios Locales de Protección de Derechos, detallando para cada uno:

a) Ubicación.
b) Infraestructura.

c) Recursos y equipos con los que cuentan.
d) Qué tipo de control realizan.

e) Cantidad de personal, diferenciando aquellos dedicados a tareas administrativas, de servicios y de asistencia profesional (trabajadores sociales, psicólogos, psicopedagogos, médicos, abogados, etc.). 
f) Cómo seleccionan al personal.

g) Qué tipo de capacitación recibe el personal y con qué asiduidad.
h) Si cumplen con la obligación estipulada en el art. 20 de la Ley 13.298 de garantizar la atención durante las 24 horas, especificando asimismo número de teléfono de guardia.
3)
Informe detalladamente sobre los casos de los municipios que no han formado los Servicios Locales de Protección de Derechos, especificando motivos de la no efectivización de los mismos.
4)
Informe sobre la existencia o no de un sistema de evaluación de la gestión de los programas y acciones ejecutadas, tal como establece la Ley 13.298 en su art. 16, inc. 4. En caso de existir remita a esta Honorable Cámara copia de las mismos, detallando características generales del sistema de evaluación, así como conclusiones del Ministerio de Desarrollo Social en relación a las mismas. De no existir, informe por qué motivo no se ha implementado.
5)
Informe grado de cumplimiento del art. 20 de la Ley 13.298, referido a la designación por concurso de antecedentes y oposición del personal de los Servicios Locales de Protección de Derechos.

6)
Informe si existe o no Registro Unificado de todos los destinatarios que sean atendidos por el Estado Provincial, los municipios y las organizaciones no gubernamentales en el territorio provincial, tal como estipula el inc. 5 del art. 16 de la Ley 13.298. De no existir informe por qué motivo no se ha implementado.
7)
Informe decisiones tomadas por la Comisión Interministerial. En caso de que existan resoluciones al respecto, especifique las mismas.
8)
Monto de la partida del presupuesto provincial establecida para la atención de las niñas, niños y adolescentes institucionalizados discriminando:

a) Monto destinado a salarios de personal de los institutos.
b) Monto destinado a sostenimiento e inversión en infraestructura.
c) Monto destinado a la atención sanitaria de las niñas, niños y adolescentes institucionalizados.

d) Monto destinado a la alimentación de las niñas, niños y adolescentes institucionalizados.

e) Monto destinado al desarrollo particular (educación, recreación, etc.) de las niñas, niños y adolescentes institucionalizados.
9)
Cantidad de Centros de Referencia formados, especificando para cada uno:

a) Ubicación. 

b) Recursos y equipos con los que cuentan.
c) Cantidad de personal, diferenciando aquellos dedicados a tareas administrativas, de servicios y de asistencia profesional (trabajadores sociales, psicólogos, psicopedagogos, médicos, abogados, etc.). 

10)
Cantidad de de Institutos Cerrados de internación de niñas, niños y adolescentes dependientes de la Provincia de Buenos Aires, detallando para cada uno de ellos:

a) Ubicación y estado edilicio de los mismos. Sírvase remitir a esta Honorable Cámara la correspondiente evaluación del área de infraestructura.
b) Si son para internación de niñas, niños y adolescentes por causas sociales o asistenciales, o para internación por causas penales.
c) Número de niñas, niños y adolescentes institucionalizados.
d) Cantidad de personal, diferenciando aquellos dedicados a tareas administrativas, de servicios y de asistencia profesional (trabajadores sociales, psicólogos, psicopedagogos, médicos, abogados, etc.).
e) Cantidad de camas disponibles y camas efectivamente ocupadas.

f) Si cuentan con sistemas contra incendio en perfectas condiciones de operatividad (mangueras, extinguidotes, tomas de agua, etc.).
g) Si cuentan con colchones ignífugos para la totalidad de los internos.
h) Estado actual de las instalaciones eléctricas.
i) Qué educación, cursos y/o formación reciben las niñas, niños y adolescentes internados, informando carga horaria y cantidad de docentes asignados. Sírvase remitir a esta Honorable Cámara los respectivos programas curriculares.
j) De qué manera se revincula a las niñas, niños y adolescentes con su familia o personas encargadas de su cuidado personal, siendo que la Ley 13.298 exige que se deben buscar alternativas que eviten la separación de los mismos. 
11)
Informe si se han tomado medidas correctivas a efectos de adaptar los institutos en construcción y los ya construidos a los cánones y exigencias requeridas internacionalmente para los mismos. En caso de que existan resoluciones al respecto, especifique las mismas.

12)
Informe acerca de las muertes de niños y jóvenes institucionalizados en dependencias propias o conveniadas durante la actual gestión, como asimismo en comisarías de la Provincia, detallando en cada caso identidad, fecha, edad, institución donde se produjo el deceso, estado de las investigaciones sobre las responsabilidades administrativas si las hubiere, estado de las causas judiciales, y cualquier otro dato pertinente.

13)
Informe acerca de la cantidad de niños y jóvenes con lesiones graves, causadas por hechos de violencia tales como intento de fugas, motines, violencia institucional, requisas, etc., durante la actual gestión. Detalle identidad, edad, lugar de los hechos, lesiones recibidas, y cualquier otro dato pertinente, como asimismo el estado de las investigaciones administrativas y de las medidas tomadas en caso de responsabilidad de los funcionarios o personal actuante. 

14)
 Informe acerca de las fugas y/o intentos de fugas en los institutos de internación de niñas, niños y adolescentes durante la actual gestión, detallando lugares, fechas, cantidad de jóvenes fugados, estado de las investigaciones y cualquier otro dato pertinente.

15)
Informe si relativo a los puntos 12, 13 y 14 del presente, han sido tomadas medidas disciplinarias respecto a las responsabilidades que pudieran caber en estos hechos a las autoridades y personal de los distintos institutos donde los mismos acaecieron. De ser así, detalle las mismas, especificando lugar, fecha, nombre, cargo y actual destino del funcionario responsable, así como número de resolución.

16)
Detalle traslados de niños y jóvenes internados realizados durante la actual gestión, especificando nombre, fecha y destino de cada uno de dichos traslados.

17)
Cualquier otra información que sirva al presente.-

FUNDAMENTOS

Históricamente, la “institucionalización” ha sido la respuesta generalizada que ha dado el Estado desde las políticas públicas a los chicos abandonados, abusados o víctimas de otros delitos. En la última década y media asistimos sin embargo a un proceso de cambio signado por la incorporación de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) al derecho interno argentino y, recientemente, por la sanción de la Ley Nacional de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, adecuada a ese instrumento internacional. Con la sanción de esta Ley, la Nº 26.061, queda instituida una nueva forma de intervención del Estado que establece un viraje desde intervenciones orientadas a proteger niños y adolescentes carentes, necesitados, “en riesgo de convertirse en peligrosos” hacia intervenciones organizadas para garantizar y proteger sus derechos. Es decir, la protección del niño en su calidad de sujeto de derechos, lejos de su  “rescate”, recuperación y segregación en sistemas especiales, debe organizarse en base a instituciones, acciones, políticas y prácticas que apunten a su inclusión en las políticas públicas universales, en su ámbito familiar  y comunitario.

La  sanción de la Ley de Protección Integral forma parte de los compromisos asumidos por el Estado argentino cuando ratificó la CDN. Este instrumento representa un amplio marco de obligaciones para el Estado que al ratificarla, además de transformaciones legales e institucionales, también se ha comprometido a la adopción de medidas para hacer efectivos los derechos económicos, sociales y culturales de niñas, niños y adolescentes disponiendo a tal fin “el máximo de los recursos disponibles”. En la Provincia de Buenos Aires rige la Ley 13.298 de la Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños y la Ley 13.634 del Fuero de Familia y la Responsabilidad Penal Juvenil.

A pesar de las modificaciones y adelantos legislativos de los últimos años, sobre todo a partir de la sanción en septiembre de 2005 de la Ley Nacional Nº 26.061 a la cual hiciéramos referencia, las instituciones argentinas responsables por los niños parecen empecinadas en la aplicación del modelo tutelar. Este modelo presenta, a casi un siglo de la sanción de la Ley de Patronato de Menores, evidentes contradicciones que en la práctica sigue regulando el régimen penal de la minoridad.

Cuando los mecanismos de prevención fallan, nos encontramos con niñas, niños y adolescentes que por muy distintas causas son derivados a institutos especialmente habilitados y cuya finalidad es su contención, asistencia y reinserción social. Éste es el esquema ideal del sistema de minoridad. Sin embargo la separación de los niños y niñas de sus familias y su consecuente institucionalización, lejos de evitar problemas, ha constituido el camino hacia una carrera delictiva. Los institutos y ‘reformatorios’, además de violar los derechos de los niños y niñas internos, han sido verdaderas escuelas del delito. Hay un dato más que elocuente al respecto: ocho de cada diez presos adultos pasaron por un instituto de menores. En la provincia de Buenos Aires el escenario es decididamente crítico, teniendo en cuenta que el 45,2 por ciento del total de menores de edad privados de libertad del país se encuentran alojados en instituciones bonaerenses.


La situación de niñas, niños y adolescentes institucionalizados está determinada por diferentes factores que se reflejan en la profundización, durante las últimas décadas, de la marginación y exclusión social, dificultando a los grupos familiares garantizar el acceso de los niños a sus necesidades y derechos más elementales. La ausencia de políticas públicas y la intervención de los organismos estatales y el Poder Judicial -con el amparo en legislaciones de inspiración tutelar- respecto de esos niños, ha construido un escenario donde los jóvenes son considerados objeto, antes que sujetos de derecho.

Con mayor o menor grado de similitud, los casos de chicos y chicas institucionalizados de la Argentina están signados por un mismo patrón de agresiones y abuso, aún bajo el fantasma tutelar de la ya nombrada Ley 10.903, de Patronato de Menores (la cual data del año 1919), y pese a la sanción de la Ley de Protección Integral de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes.

En la Provincia de Buenos Aires, el 28 de febrero de 2007, mediante un fallo de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, se levantó la medida cautelar de suspensión de la Ley 13.298 (de Promoción y Protección de los Derechos de los Niños de la Provincia de Buenos Aires). De esta manera, la Ley que fuese sancionada el 29 de diciembre de 2004 y promulgada el 14 de enero de 2005 (que venía finalmente a derogar al Decreto-Ley 10.067/83 de Patronato de Menores así como la controvertida Ley 12.607 -Régimen de Protección Integral de los Derechos del Niño, la Niña y el Joven-), empezaría a regir a partir de ese momento.

Es importante destacar que el informe elaborado en el año 2006 por la Secretaría de Derechos Humanos junto a UNICEF, titulado “Privación de libertad. Situación de niños, niñas y adolescentes en Argentina” dio cuenta de que, a pesar de la sanción de la Ley Nacional 26.061 (que modifica la condición jurídica de los niños menores de 16 años en conflicto con la ley penal, también denominados “menores inimputables” o “menores no punibles”) y la sanción de la Ley Provincial 13.298, los juzgados de menores siguen encerrando personas ilegítimamente y continúan existiendo establecimientos exclusivamente destinados a la reclusión de personas menores de edad.


Dicho estudio sobre estos institutos halló que, en varios casos, chicos con “causas asistenciales” comparten el mismo establecimiento con menores con “causas penales”. En Buenos Aires (así como en Catamarca, Chaco, Chubut, Corrientes, Misiones y Santa Fe), los niños y adolescentes encerrados por causas no penales superan el 90 por ciento. Esta situación resulta inadmisible ya que se está privando de la libertad a niños, niñas y adolescentes debido al contexto de pobreza en el que desarrollan su cotidianidad. Este hecho resulta violatorio de la Ley Nacional de Protección Integral de la Infancia, que prohíbe el encierro de menores de 18 años por “causas asistenciales”. Muchos de los chicos internados aún no han entrado en conflicto con la ley penal o bien no se han cumplido requisitos mínimos para disponer la privación de su libertad, y ante esta circunstancia los menores se encuentran detenidos en comisarías.

Frente a esta situación la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires resolvió que los policías no pueden llevar a comisarías a menores de edad que cometan contravenciones ni para averiguar sus identidades. Por imperativo constitucional no puede haber menores alojados en dependencias policiales, y en el supuesto de que ello suceda, ante ciertas y extremas circunstancias, se debe considerar lo dispuesto por el Artículo 37 incisos a, b, y c de la Convención de los Derechos del Niño, incorporada en el Art. 75 inciso 22 de la Constitución Nacional, y ratificada por Ley 23.849.

Con respecto a la infraestructura con la que cuenta en la actualidad el sistema de minoridad, el actual ministro de Desarrollo Social de la Provincia, Daniel Arroyo, expresó recientemente que existen 18 centros de referencia -desde lo que se hacen las derivaciones-, y 11 institutos cerrados o semicerrados para menores que cometieron delitos graves. En estos últimos habría alojados (a noviembre de 2008) 522 chicos de entre 16 y 18 años, y 62 menores de 16 años, considerados por la Justicia "casos extremos" y para quienes la Ley contempla esta posibilidad. Asimismo, otros 1.800 se encuentran en sitios alternativos, como centros de día, de los que pueden salir para ir a la escuela o dormir en sus casas.

Algo que no podemos dejar de destacar es el hecho de que, pesar de estos escasos datos, no existe un registro exhaustivo y completo que contenga información sobre la cantidad total de niños, niñas y adolescentes internados, discriminados por sexo, causas y condiciones de privación de libertad, todo lo cual dificulta aún más el control de las políticas estatales en la materia.


Las condiciones de habitabilidad de los edificios de los centros de detención para menores es uno de los aspectos más urgentes a tratar. Los institutos tienen enormes deficiencias, entre las cuales se cuentan los problemas edilicios generales y el hacinamiento. Pero el problema no sólo radica en la insuficiencia de los recursos edilicios. Desde el comienzo de la gestión de la nueva Ley se advirtió que sin incorporación de personal capacitado no se podría sostener el modelo de tratamiento buscado. Sin personal es imposible hacer funcionar edificios y programas. En síntesis, los establecimientos bonaerenses se encuentran sobrepoblados, en malas condiciones edilicias y con personal que no está capacitado, es escaso y está mal remunerado.

Además, y este es un aspecto fundamental para entender la desastrosa situación en que se encuentra el sistema de minoridad en nuestra Provincia, el actual presupuesto en el área impide poner en marcha en forma plena el Sistema de Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños, que junto al Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil constituyen el nuevo paradigma de protección integral de todos los niños, niñas y adolescentes de la Provincia de Buenos Aires.

Se presenta como acción imprescindible planificar una forma de abordar la problemática de las niñas, niños y adolescentes en riesgo contando con un equipo de profesionales para poder hacerlo eficazmente, diseñar y utilizar estructuras edilicias acordes a la demanda, capacitar al personal que va a tratar con el adolescente en conflicto con la Ley y, en todo momento, considerar a los recursos humanos que se ponen en juego como "educadores" y no como "carceleros".

Es necesario exigir que los institutos cumplan con la función para los que fueron creados. Según el principio rector de la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales, los institutos o lugares de detención de niñas, niños y adolescentes deben buscar primordialmente la reinserción de los jóvenes en la sociedad, de manera tal que éstos asuman una función constructiva que les permita desarrollar una convivencia sana dentro del respeto por las normas impuestas y las pautas socialmente aceptables.

Sin embargo, las condiciones estructurales generales del sistema de institucionalización provincial determinan un estado continuo de violencia tanto entre los menores como entre internados y trabajadores. Alcanza con revisar las noticias publicadas en diferentes medios para detectar rápidamente numerosos casos de agresión: dos niñas se fugan por recibir continuas golpizas en el Instituto Stella Maris de La Plata; dos jóvenes aparecen muertos en un instituto de régimen cerrado de La Matanza (inaugurado diez días antes) que no contaba con personal médico y profesional para atender emergencias; una jueza ordena la clausura de celdas del pabellón 2 del instituto de Pablo Nogués, donde los inodoros, situados junto a la mesa para comer, desbordaban porque las cloacas estaban tapadas; 15 internados toman tres rehenes en junio de 2005 en el instituto Almafuerte de La Plata durante un motín iniciado para reclamar traslados y mejores condiciones de alojamiento; un empleado del Registro y Ubicación del Menor de La Plata es agredido por un jóven que exige ser trasladado de institución. Estos son sólo algunos ejemplos, aquellos que tienen difusión, que dan cuenta del violento estado de situación del sistema.

No es éste el primer Proyecto de Solicitud de Informes presentado desde nuestro bloque que aborda la situación en que se encuentran los niños, niñas y adolescentes de la Provincia de Buenos. En tal sentido debemos hacer referencia a los proyectos D- 2571/06-07 y D-988/08-09 presentados por los Sres. Diputados Piemonte y Cinquerrui, respectivamente, de los cuales reproducimos en el presente algunas de las preguntas allí formuladas, habida cuenta la importancia del tema obliga insistir en la necesidad de urgentes respuestas.

Pretendemos, con este pedido de informes, contar con los elementos necesarios que nos permitan analizar el estado de implementación y funcionamiento del Sistema de Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños y del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil.
Por todo lo expuesto, es que se solicita a las Sras. Diputadas y Sres. Diputados acompañen en la sanción del presente Proyecto de Solicitud de Informes.-
